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1. PLANTEAMIENTO 
El nuevo Código de Derecho Canónico, promulgado por Juan Pa-
blo 11 mediante la Constitución Apostólica Sacrae disciplinae leges ha 
innovado en muchos aspectos el ordenamiento jurídico. 
No cabe duda de que el tema que va a ser objeto de estudio en 
este trabajo ha experimentado notables alteraciones respecto al Có-
digo pío-benedictino, hasta el punto de que el nuevo texto legal incluye 
un título enteramente dedicado a los actos generales de la Administra-
ción Eclesiástica, que aparece bajo la rúbrica de «De los decretos ge-
nerales y de las instrucciones». Es un título breve, compuesto por seis 
cánones, pero de un gran valor jurídico porque intenta dar una solu-
ción a lo que viene siendo desde hace muchos años, un grave ries-
go para la seguridad jurídica en la Iglesia. 
Me estoy refiriendo al difícil deslinde entre los actos emanados 
por la potestad legislativa y los que provienen de la potestad ejecu-
tiva cuando éstos son disposiciones generales o actos administrativos 
de carácter normativo. 
Aunque la plasmación del principio de distinción de funciones en 
un texto positivo aparece por primera vez en el ordenamiento jurídico 
de la Iglesia con la promulgación del nuevo Código de Derecho Canó-
nico, la inquietud por encontrar fórmulas que -respetando la con-
• Comunicación presentada en el V Congreso Internacional de Derecho 
Canónico celebrado en Ottawa los días 19 a 26 de agosto de 1984. 
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centración de la potestad de reglmen en el Romano Pontífice y los 
Obispos- fueran compatibles con la especialización o separación del 
ámblto de competencias atribuido a los distintos Dicasterios de la 
Curia Romana y a los diversos oficios de las curias diocesanas, ha 
sido una constante en la vida de la Iglesia. Bien es cierto que cuan-
tos esfuerzos se han realizado en este sentido, iban más encaminados 
a solucionar los problemas concretos que en cada época histórica se 
presentaban, que a construir un planteamiento basado en la clara de-
limitación de las distintas funciones de la potestad eclesiástica. 
No cabe duda, sin embargo, que las conquistas del presente se 
deben, en buena medida, a los esfuerzos del pasado. Por ello, creo 
que para valorar con exactitud el alcance de la reforma introducida 
en el Título IV del Libro 1, es necesario remontarse en los siglos, es-
tudiar los antecedentes de esta problemática y seguir su iter tanto 
desde un punto de vista jurídico como fáctico. No menos importante 
es tener presente la opinión de la doctrina cuyo eco se ha dejado 
sentir en la nueva regulación. 
Estas consideraciones explican, por sí solas, la metodología adop-
tada en este trabajo: los dos primeros epígrafes se dedican al estudio 
de lós datos normativos fundamentales anteriores al nuevo Código, y 
de las posturas doctrinales más relevantes, constituyendo ambos una 
introducción a los siguientes; éstos se centran ya en la nueva norma-
tiva, los principios que la han inspirado, la formación de los cánones 
29 a 34, su redacción definitiva y la construcción doctrinal de las prin-
cipales figuras en ellos recogidas. 
11. Los DATOS NORMATIVOS ,FUNDAMENTALES 
Los distintos organismos que componen la Curia Romana se fue-
ron formando fundamentalmente en el período comprendido entre el 
siglo XII y el siglo XVI, que culmina con la reforma de Sixto X a 
principios del año 1588. 
Salvando las lógicas diferencias existentes entre los esquemas 
adoptados por la bula Immensa Aeterni Dei para la organización del 
gobierno central de la Iglesia 1 y los que rigen en la actualidad, esta 
reforma constituye el origen de la vigente composición de la Curia 
1. De 22 de enero de 1587. Bullarium Romanum, VIII (Torino 1863), pp. 985-
999. 
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Romana, ya que fue en este momento en el que se vio reflejada por 
primera vez la división categórica que distingue todavía los órganos 
ejecutivos y judiciales de la Iglesia en Congregaciones y Oficios, de 
un lado, y Tribunales, de otro 2. 
Las sucesivas reformas -introducidas por quienes, con posteriori-
dad a la reforma de Sixto V ocuparon la sede de Pedro, dieron lugar 
a múltiples interferencias jurisdiccionales entre los distintos organis-
mos curiales, a los que intentó poner fin, en los albores del siglo XX, 
el Papa Pío X. 
En efecto, dos o más Dicasterios aparecían como competentes 
para conocer de un mismo asunto, lo que rápidamente originó la prác-
tica de acudir a una segunda Congregación en el caso de que la pri-
mera interpelada hubiera desestimado la causa. 
Además de los problemas que planteaba esta concurrencia de 
competencias, la actuación de las Congregaciones en vía disciplinar 
rebasó su naturaleza exclusivamente administrativa al introducirse lá 
costumbre de oír~junto al administrado- a aquellas personas que 
pudieran quedar afectadas por su resolución, dando lugar a la forma-
ción de verdaderos procesos de carácter contradictorio. 
La mayor agilidad que suponía dirimir controversias por este cau-
ce y no mediante la tramitación de pleitos ante los tribunales, hizo 
que, paulatinamente, la actuación de los órganos judiciales fuera ca-
yendo en desuso hasta perder su función ordinaria, lo que ocurrió, de 
hecho, con la Sagrada Rota Romana 3. 
La reforma de la Curia Romana llevada a cabo por Pío X median-
te la Constitución Sapienti Consilio 4, intenta clarificar la competen-
cia de los distintos Dicasterios, fundamentalmente por dos vías: de 
un lado, prohíbe la competencia cumulativa especificando cuáles son 
las materias que corresponde conocer a cada Congregación; de otro, 
delimita las atribuciones que les pertenecen, asignándoles funciones 
administrativas mientras que sori los tribunales de la Sagrada Rota 
Romana y de la Signatura Apostólica los únicos que pueden conocer 
asuntos de naturaleza judicial. Como excepción a esta norma general 
se recoge la actividad de la Sagrada Congregación del Santo Oficio a 
la que no le es vetado el ejercicio de lo contencioso ni civil ni cri-
minal 5. 
2. Cfr. NICCOLO DEL RE. La Curia Romana. Lineamenti storico-giuridico (Roma 
1970). p. 6. 
3. Cfr. ¡bid .• p. 36. 
4. De 29 de junio de 1908. Acta Apostolicae Sedis (1909). pp. 7-19. 
5. Cfr. NICCOLO DEL RE. La Curia Romana ...• cit .• p. 38. Este esquema de 
organización y de atribución de competencias de los distintos Dicasterios de la 
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Nueve años después de la Constitución Apostólica Sapienti Conci-
lio, al 15 de septiembre de 1917, Benedicto XV promulgó el Motu Pro-
prio Cum Iuris Canonici, por el que se instituía una comisión para la 
interpretación auténtica del Código 6. 
En cierta forma, el Romano Pontífice seguía en este documento 
las inquietudes de su antecesor por delimitar la competencia de las 
Congregaciones, reduciéndola al exclusivo ámbito del poder adminis-
trativo, si bien los problemas con los que entonces se enfrentaba la 
Iglesia, le indujeron a considerar el tema desde la óptica de la fun-
cióq legislativa y su distinción de la función administrativa cuando 
ésta se manifiesta en su vertiente normativa. 
Junto a las soluciones técnicas introducidas en el documento para 
evitar una situación de dispersión legislativa similar a la que había 
existido con anterioridad al proceso de codificación? Benedicto XV 
intentó, sin éxito en la práctica, como veremos más adelante, clari-
ficar la hasta entonces confusa naturaleza -legislativa o administra-
tiva- de las disposiciones generales de la Administración Eclesiás-
tica. 
La actividad reglamentaria de las Congregaciones romanas que-
daba manifiesta a tenor del n. 11 del Cum Iuris Canonici que les 
otorgaba, como tarea ordinaria, la de cuidar que, en todo momento, 
se observaran los preceptos del Código, por lo que se les prohibía ex-
presamente dar, en adelante, nuevos decretos generales 8. Las normas 
más características de estos Dicasterios -las instrucciones- no tenían 
otra finalidad que la de aclarar y dar mayor eficacia a los citados 
preceptos y debían ser redactados de manera que «no sólo sean, sino 
que aparezcan también como a manera de explanaciones y comple-
mento de los cánones, los cuales, por lo mismo, se insertarán muy 
oportunamente en el contexto de los documentos» 9. 
Las disposiciones de Benedicto XV no dejaban lugar a dudas: las 
normas generales de las Congregaciones no tenían otra función que 
la de desarrollar los preceptos del Código, a los que en consecuencia, 
quedaban subordinadas. 
Curia Romana se recogió muy poco tiempo después en el Código de Derecho 
Canónico de 1917. 
6. Acta Apostolicae Sedis, 9 (1917), pp. 483-484. Este documento aparece re-
producido en las ediciones oficiales del Código de 1917. 
7. Cfr. G. FELICIANI, Il Concilio Vaticano 1 e la codificazione del diritto 
canonico. Studi in onore di Ugo Gualazzini (Milano 1982), vol. 2, pp. 35-80. 
8. Cfr. n. II. 
9. Cfr. n. III. 
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Souto, al comentar el Motu Proprio, pone de relieve el intento del 
Papa por determinar el rango normativo de las instrucciones: «La na-
turaleza de la Instrucción queda claramente determinada en dicho do-
cumento como norma reglamentaria dictada por una Congregación 
para aplicar las normas del Código. Es preciso destacar estos dos as-
pectos, ya que en ellos reside el núcleo fundamental de la cuestión: 
1.0) que la Instrucción es un acto normativo de una Congregación; 2.°) 
que la Instrucción es una norma jerárquicamente inferior al Código 
y, por lo tanto, sus normas no sólo no pueden derogar los cánones del 
Código, sino que carecen de valor jurídico si son contrarias a aque-
llas» 10. 
En la práctica, las prescripciones del Cum Iuris Canonici demostra-
ron ser poco eficaces y ya, en los años inmediatamente posteriores a 
su promulgación, sus disposiciones aparecieron constantemente trans-
gredidas 11, lo que, poco a poco, hizo que las instrucciones perdieran 
su rango reglamentario 12. 
Alcanzó especial relieve la controversia sobre el valor jurídico 
que se debía atribuir a la Instrucción Provida Mater emanada por la 
Sagrada Congregación para la disciplina de los sacramentos 13. En ella 
se fijaban las normas a seguir por los tribunales diocesanos al juzgar 
sobre causas de nulidad matrimonial, normas que, en algunos casos, 
contravenían lo dispuesto en el Código para la misma materia. 
Para resolver cuál de las dos regulaciones debía aplicarse, era 
necesario delimitar el rango jerárquico de la instrucción y ver si ésta 
derogaba los preceptos del Código o, por el contrario, eran éstos los 
que continuaba.n en vigor. Siguiendo las directrices del Cum Iuris Ca-
nonici la respuesta sólo podía ser una: la Instrucción Provida Mater 
era una norma jerárquicamente inferior al Código y, por lo tanto, los 
artículos que se oponían a lo dispuesto en él carecían de toda eficacia 
vinculante. Sin embargo, la aprobación pontificia que había recibido 
el documento dificultó la solución y sembró de confusión a la doctri-
na, que tuvo que esclarecer si la instrucción era un acto de la Con-
10. El reglamento del Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica, en «Ius 
Canonicum» 9 (1969), p. 533. 
11. Cfr. M. FALCO, Introduzione allo studio del "Codex Iuris Canonici" (Tu-
rín 1925), pp. 77-79. 
12. Cfr. J. OTADUY, Un exponente de la legislación postconciliar. Los direc-
torios de la Santa Sede (Pamplona 1980), p. 176. Sin embargo, el autor reconoce 
en las instrucciones un cierto tono reglamentario, herencia del rango que tu-
vieron en un momento determinado y que más adelante perdieron (p. 179). 
13. De 15 de agosto de 1936. Acta Apostolicae Sedis, 28 (1936), pp. 313·370. 
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gregaclOn de los sacramentos o un acto pontificio en virtud de la 
vicariedad con que actuaban las Congregaciones. 
La redacción de la fórmula de aprobación dividió profundamente 
a los autores 14; mientras algunos consideraban que se trataba de un 
documento pontificio al haber recibido aprobación específica 15, otros 
estimaron que del tenor literal de la fórmula sólo se desprendía una 
aprobación genérica, sin fuerza para convertir el acto de una Congre-
gación en un acto pontificio 16. Una tercera postura, sin dar tanta im-
portancia a los requisitos formales, entendía que lo decisivo era la 
voluntad innovadora del acto jurídico aprobado 17. 
Similares disquisiciones doctrinales se plantearon a propósito de 
la aprobación exigida por Benedicto XV para los decretos generales 
de las Congregaciones que introdujeran modificaciones al Código 18. 
En todo caso, lo que interesa resaltar aquí es que, en el terreno 
práctico, se vinieron considerando leyes pontificias tanto los decretos 
generales como las instrucciones que gozaran del refrendo papal, sin 
que la fórmula empleada en cada caso haya obtenido nunca relevancia 
para determinar el mayor o menor rango jerárquico de estos docu-
mentos. Así ocurrió, en concreto, con la Instrucción Provida Mater 
que, con la anuencia de unos y el desagrado de otros, se siguió apli-
cando, en perjuicio de los cánones del Código que se entendieron dero-
gados. Este precedente fue seguido, en años sucesivos, por otras ins-
trucciones en las que la aprobación del Romano Pontífice resultaba 
tan confusa como la que figuraba en aquella 19. 
14. Era la siguiente: «Haec ideo remedia ab EE.PP. in memo rata Plenaria 
Congregatione proposita circa tractationem causarum matrimonialium cum in-
frascriptus Secretarius huius S.~. Beatissimo Patri Pio divina Providentia Pa-
pae XI in Audientia diei martii 1932 significasset, Eadem Sanctitas Sua, attente 
perspectis huius magni negotii materia atque consectariis maximi momenti inde 
promanantibus, eadem rata habere atque comprobare quod omnia, supremo 
Auctoritatis Suae oraculo, dignata est insimul praecipiendo ut Exmis Archiepi 
scopis, Episcopis caterisque locorum Ordinariis communicentur ab iisd en sedulo 
ac religiose exsecutioni demandanda». ¡bid., pp. 369-370. 
15. Cfr. P. CIPROTTI, Le nuove norme per i processi di nullita, en «Rassegna 
di morale e diritto» (1937), p. 44. 
16. Cfr. F. CAPPELLO, Tractatus de Matrimonio (Turin-Roma 1939), p . 409; 
J. TORRE, Processus matrimoniales (Nápoles 1956), pp. 3-4. 
17. Cfr. M. GORINO CAUSA, Sui regolamenti in diritto canonico (Torino), pp. 
103-106. 
18. Cfr. ¡bid., pp. 99-101. 
19. Las fórmulas de aprobación son numerosas. A modo de ejemplo, trans-
cribo la que se lee en la Instrucción «Piam et constantem». Acta Apostolicae 
Sedis, 56 (1964), pp. 822-823. Dice aSÍ: «Quam Instructionem, ab Emis Patribus 
rebus fidei et morum tutandis praepositis in plenario conventu diei 8 Maii 1963 
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La lógica inseguridad que suponía el hecho de que normas de 
rango legal fueron derogadas por otras que precisamente nacían para 
desarrollarlas y hacerlas efectivas, se vio aumentada, en los años si-
guientes al Concilio Vaticano n, con la aparición de los directorios. 
Saber el valor que estos documentos tenían en el conjunto de la 
normativa canónica no resulta tarea fácil 20, pero, en todo caso, se 
puede afirmar siguiendo a Otaduy, que en muchas ocasiones, sus nor-
mas, bajo una aparente finalidad eminentemente pastoral, introducían 
auténticas modificaciones en el ordenamiento jurídico de la Iglesia 21. 
Si en algún momento se alentó la esperanza de que la promulga-
ción de la Constitución Apostólica Regimini Ecclesiae Universae 22, hoy 
todavía en vigor, introdujera un poco de luz a las confusas relacio-
nes de los Dicasterios de la Curia Romana con el Romano Pontífice, 
ésta pronto se vio defraudada. 
Como es sabido, la citada Constitución al regular las competencias 
de la «Sectio altera» qel Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica, 
trajo consigo una importante aportación para el ordenamiento jurídi-
co-canónico al introducir, por primera vez en el derecho de la Iglesia, 
el control judicial de los actos administrativos. 
El n. 106 reconocía la facultad que asiste al administrado para 
entablar recurso contencioso-administrativo contra la decisión de un 
Dicasterio de la. Curia Romana, siempre que ésta consista en un acto 
realizado en virtud de la potestad administrativa y que aparezca como 
violatorio de una ley. 
En cualquier caso, figuraba como requisito indispensable para 
que pudiera acudirse a esta vía, que el acto impugnable fuera impu-
table únicamente al órgano administrativo que lo hubiera dictado, y 
fue precisamente en este aspecto en donde se planteaban las dificul-
tades, porque de los preceptos del texto legal no se desprendía que la 
actividad administrativa de la Iglesia se realizara únicamente a tra-
vés de las distintas Congregaciones, Secretariados y Oficios. Como ha 
señalado Souto 23, muchos artículos del documento avalaban la tesis 
contraria; en especial el n. 136 en el que se contemplaba la necesidad 
de una genérica aprobación pontificia para las decisiones emanadas 
de los Dicasterios romanos, requisito que sólo quedaba exceptuado 
recognitam, Ssmus D.N.D. Papa Paulus VI, in Audientia Emo Secretario S. Offi-
cii die 5 Iulii eiusdem anni concessa, benigne adprobare digna tus est». 
20. Para este tema, vid., J. OTADUY, Un exponente de la legislación postcon-
ciliar ... , cit. 
21. Cfr. ¡bid. 
22. De 15 de agosto de 1967. Acta Apostolicae Sedis, LIX (1967), pp. 885-928. 
23. El Reglamento del Tribunal ... , cit., pp. 531-532. 
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para dos concretos supuestos: «En todas y cada una de las mencio-
nadas Congregaciones, así como en los demás dicasterios, téngase en 
cuenta solamente esto: que nada grave y extraordinario se haga si 
antes no fuere comunicado por sus Moderadores al Sumo Pontífice. 
Más aún, las decisiones necesitan de alguna forma de aprobación pon-
tificia, salvo en aquellos asuntos para los que se han atribuido espe-
ciales facultades a los Moderadores de los Dicasterios, y exceptuadas 
las sentencias del Tribunal de la Sagrada Rota Romana y de la Signa-
tura . Apostólica dentro de los límites conferidos a su competencia» 24. 
Según este artículo, la autoría de los actos de las Congregaciones 
se presentaba muy confusa, tan confusa como había aparecido la de 
la Instrucción Provida Mater y la de otras muchas que le siguieron 
después. 
La doctrina pronto llamó la atención sobre lo inconcreto del plan-
teamiento: «La conclusión lógica a que llega es que -salvo en los su-
puestos en que se han atribuido facultades especiales a los Moderado-
res de los dicasterios, no se pueden producir actos jurídicos propios 
de los dicasterio"s; a lo sumo se podrá hablar de actos mixtos del 
Romano PontíficJ:! y del dicasterio competente, tanto por lo que se re-
fiere a la actividad de gobierno como a la administrativa» 25. 
Tan fundada" afirmación amenazaba con vaciar de contenido la 
indiscutible conquista que suponía para el Derecho Canónico la vía 
abierta por el n. 106 y, por otra parte, implicaba un r-etroceso en la 
delimitación del valor jurídico de las disposiciones de naturaleza re-
glamentaria en las que hubiera mediado aprobación pontificia. La ra-
zón de este pesimismo es obvia: el refrendo papal que siguiendo las 
disposiciones del Cum Iuris Canonici era sólo necesario para los de-
cretos generales de las Congregaciones que derogasen algún precepto 
del Código, se hacía ahora extensivo a todas las decisiones de los 
órganos administrativos de "la Curia Romana cuyos Moderadores no 
hubieran recibido atribuciones especiales. 
Es cierto que, por vía de hecho, la aprobación del Romano Pon-
tífice venía figurando en los documentos curiales, por lo que el art. 136 
no innovó la praxis habitual; pero, también es verdad que, al menos 
teóricamente, el requisito del refrendo papal encuentra en la Consti-
tución Apostólica Regimini Ecclesiae Universae mayor fuerza; la fuer-
za que da todo reconocimiento en un texto jurídico positivo. 
Aún admitiendo la dudosa naturaleza administrativa de los actos 
de las Congregaciones, quedaba todavía por aclarar si la citada Cons-
24. El subrayado es mío. 
25. J. A. SOUTO, El Reglamento del Tribunal""" , cit., p. 532. 
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titución -al hablar de que el objeto impugnable ante la sección se-
gund,a de la Signatura Apostólica eran los actos administrativos- en-
tendía esta expresión en sentido amplio o en sentido estricto; dicho 
con otras palabras: si sólo podían ser impugnados los actos adminis-
trativos singulares que violasen una ley, o también los actos normati-
vos de carácter administrativo. 
La doctrina ·mostró la conveniencia de que se encontraran contem-
plados también éstos últimos 26. No obstante, fue ella misma quien 
llamó la atención sobre la poca viabilidad de tan progresivo plantea-
miento en un ordenamiento que acababa de introducir el recurso con-
tencioso administrativo 27. 
Los recelos resultaron justificados; ha sido necesaria la promul-
gación de un nuevo Código para que se pueda hablar, en sede canó-
nica, de sometin;lÍento a la ley de los actos administrativos normati-
vos. Los actos s~ngulares, en cambio, fueron considerados como objeto 
impugnable ante el Tribunal contencioso administrativo aunque las 
limitaciones que se advierten en la jurisprudencia respecto de la im-
pugnación de los actos emanados en primera instancia por Dicaste-
rios de la Curia muestran residuales resistencias y vacilaciones por in-
fluencia del principio de vicariedad 2&. 
III. POLÉMICA DOCTRINAL 
Pese a la .urgente necesidad de clarificar el poder que asiste a 
las Congregaciones y cuál debe ser la naturaleza de sus actos genera-
26. Cfr. Ibid., p. 535. 
27. Cfr. Ibid. 
28. Numerosos autores se han centrado en esta interesante y difícil cues-
tión. Vid., entre otros, C. DE DIEGo-LORA, El control judicial del gobierno central 
de la Iglesia, en «Ius Canonicum», XI, n. 22 (1971), pp. 288-364; IDEM, La función 
de justicia en la Iglesia, en Ibid., XVI, n. 31 (1976), pp. 287-316; A. SABATTANI, 
Iudicium de legitimitate actuum administrativorum a Signatura Apostolica per-
actum, en Ibid., XVI, n. 32 (1976), pp. 229-243; 1. GORDON, De iustitia administra-
tiva ecclesiastica, "Periodica» (1972), pp. 329-339; P. MONETA, Il controllo giurisdi-
zionale sugli atti dell'autorita amministrativa nell ordinamento canonico (Milano 
1973); E. LABANDEIRA, La Signatura Apostolica y los Tribunales Administrativos, 
en «Ius Canonicum» 21 (1981), pp. 665-721; IDEM, El objeto del recurso contencioso 
administrativo en la Iglesia y los derechos subjetivos, en Ibid., 20, n. 40 (1980), 
pp. 151-166; IDEM, El procedimiento contencioso-administrativo ante la Signatura 
Apostólica, en Ibid., 22 (1982), pp. 241-261. 
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les, la doctrina post-codicial ha prestado más atención al estudio de 
la distinción entre lo administrativo y lo judicial que a la delimita-
ción de la función legislativa y de la función administrativa. 
El tímido intento de la Constitución Sapienti Consilio por introdu-
cir en la Iglesia la técnica de la distinción de funciones, alentó a los 
estudiosos del Derecho Canónico a aunar sus esfuerzos para intentar 
definir la esen~ia de lo específicamente judicial y de lo específica-
mente administrativo. Los criterios de distinción fueron muchos y nu-
merosas, también, las opiniones expuestas que, en algunos casos, re-
sultaron controvertidas 29. 
La aprobación de la Instrucción Provida Mater despertó el inte-
rés de los autores, que, en los años siguientes a la promulgación del 
documento, ce:Qtraron sus trabajos en la naturaleza de los actos ge-
nerales emanados por los Dicasterios de la Curia Romana. 
De la lectura de sus obras se desprende el parecer unánime sobre 
el carácter reglamentario de las instrucciones, bien en el sentido de 
que ejecutan la ley, bien en el sentido de que aseguran o precisan su 
cumplimiento 30. Merece ser destacada, por su originalidad, la opinión 
de Gorino Causa, que, desde un punto de vista material, definió el 
cará-cter de los reglamentos como leyes secundarias o subordinadas 
a la ley especial 31. 
La práctica unanimidad existente sobre la naturaleza y rango 
jerárquico de las instrucciones se perdió al introducirse la polémica 
respecto a la trascendencia de la aprobación pontificia que figuraba 
en muchos de estos documentos. Como ya se ha dicho, la sutil dis-
tinción entre aprobación genérica y aprobación específica dividió las 
opiniones, y, mientras unos defendían el carácter legislativo de los 
documentos emanados por las Congregaciones, otros seguían apoyando 
su naturaleza administrativ~ por estimar que de la fórmula de apro-
bación no se podía deducir la autoría del Romano Pontífice. 
29. No voy a tratar aquí de esta distinción por ser ajena a la materia 
objeto de estudio. Sobre el estado de la cuestión y la bibliografía fundamental, 
vid., J. A. SOUTO, Sugerencias para una visión actual del Derecho Administrativo 
Canónico, en «Ius Canonicum» 5 (1965), pp. I1I-139; IDEM, La reforma de la Curia 
Romana, en Ibid., 8 (1968), pp. 553-558. 
30. Cfr. M. FALCÓ, Introduzione allo studio del "Codex Iuris Canonici" (Tu-
rin 1925), p. 77; F. CLAEYS BOUART, Traité de Droit canonique (Paris 1948), p. 384; 
M. PETRONCELLI, Diritto Canonico (Nápoles 1953), p. 158. 
31. Su i regolamenti ... , cit. Este autor niega que en el Derecho Canónico 
existan leyes en sentido formal, afirmando que sólo existen actos materiales, y, 
por tanto, leyes materiales (pp. 93·94). En este mismo sentido se ha expresado 
posteriormente J. M. GONZÁLEZ DEL VALLE, Los actos pontificios como fuente del 
Derecho Canónico, en "Ius Canonicum» 32 (1976), pp. 287-292. 
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La reiterada práctica de instrucciones que derogaban cánones del 
Código, la aparición de varios directorios que infringían los más ele-
mentales principios de la técnica legislativa, la exigencia de la apro-
bación pontificia introducida por la Regimini Ecclesiae Universae ten-
drían que haber provocado en la doctrina una reacción similar a la 
que se produjo, años atrás, con la promulgación de la Instrucción 
Provida Mater. Sin embargo, no fue asÍ. 
Para entender la verdadera causa de este absentismo doctrinal, 
es necesario tener presente el momento en el que aparecen estos docu-
mentos, momento que viene marcado por un acontecimiento histórico 
en l~ vida de la Iglesia: la celebración del Concilio Vaticano H. 
Como se ha puesto de relieve recientemente, la legislación pos-
terior al Concilio se preocupó más por lograr un desarrollo efectivo 
del mismo, que por introducir requisitos formales que delimitaran el 
rango de los actos administrativos. «El legislador prefiere elaborar una 
legislación coyuntural, que cubra las lagunas y que extienda y desa-
rrolle los principios jurídicos del Vaticano H a un buen número de 
parcelas de la Iglesia» 32. 
La doctrina, siguiendo el ejemplo del legislador, centra su aten-
ción también en los principios jurídicos contenidos en el Vaticano H, 
sin importarle los constantes atentados a las prescripciones codiciales, 
porque, como muy poéticamente se ha expresado, «estima que el có-
digo ha caducado y la derogación de sus cánones es tan natural como 
la caída de la hoja en el otoño» 33. 
Por otro lado, no hay que olvidar tampoco que en esta misma 
etapa histórica, surgió dentro de la Iglesia una fuerte corriente anti-
juridicista, que veía en el uso de la técnica legislativa un obstáculo 
para el desarrollo y aplicación de los principios conciliares 34. El escaso 
32. J. ÜTADUY, Un exponente de la legislación postconciliar ... , cit., p. 178. 
33. Ibid., p. 179. 
34. El tema del antijuridicismo en la historia de la Iglesia ha dado lugar 
a una abundante bibliografía. Vid. la más reciente presentación del estado de 
la cuestión, con interesantes aportaciones personales, en 1. C. IBAN, Derecho 
Canónico y ciencia jurídica (Madrid 1984), pp. 82-285. La incidencia de la sensi-
bilidad antijuridicista después del Concilio Vaticano 11 ha sido reflejada en 
numerosos estudios. Vid. especialmente: P. J. VILADRICH, Derecho y Pastoral. La 
justicia y la función del Derecho Canónico en la edificación de la Iglesia, en «Ius 
Canonicum» 13 (1973), n. 26, pp. 171-256; A. Rauco VARELA - E. CORECCO, Sacramento 
e diritto: antinomia nella-Chiesa? (Milano 1971); J. M. PrÑERo CARIÓN, La contes-
tación del Derecho Canónico y la respuesta eclesial, en «Revista Española de 
Derecho Canónico» 35 (1979), pp. 5 ss. y 339 ss.; F. DE P. VERA URBANO, La dimen· 
sión jurídica de la Iglesia como problema ecclesial, en «Estudios de Derecho 
Canónico y Derecho Eclesiástico en homenaje al profesor Maldonado» (Madrid 
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interés que ofrecía a los autores la técnica legislativa del momento, 
se vio compensada, en cierta medida, por las inquietudes de un sec-
tor doctrinal qlJ.e -en radical contraste con la corriente antijuridi-
cista- encontró en las enseñanzas del Vaticano II una llamada a in-
corporar al ordenamiento canónico recursos de la técnica jurídica se-
cular, sin los que nunca podrían ser realizadas las aspiraciones de los 
padres conciliares. 
El Concilio proclamaba como uno de sus mayores anhelos la 
tutela efectiva de los derechos de los fieles cristianos, tutela que pa-
reCía de difícil cumplimiento en un ordenamiento en el que resultaba 
muy complicado distinguir cuando se actuaba en virtud de la potes-
tad legislativa y cuando se estaba ante una actividad de carácter re-
glamentario y, por lo tanto, subordinada a la ley. 
Quienes vieron en esta situación un riesgo de indefensión frente 
al posible arbitrio de la autoridad que detenta el poder, no tardaron 
en ofrecer fórmulas jurídicas que paliaran, en la medida de lo po-
sible, la pobreza de la técnica legislativa en la Iglesia. 
Esta doctrina fue unánime en considerar que para centrar la 
función de gobierno en un orden justo donde el pueblo cristiano en-
cuentre la necesaria protección jurídica, se hacía indispensable intro-
ducir en el ordenamiento canónico las técnicas jurídicas nacidas al 
amparo de la separación de poderes. Pese a las dificultades que con-
lleva traspasar ciertos esquemas seculares al ordenamiento de la Igle-
sia, inspirado en la plenitudo potestatis, esta corriente de opinión no 
vio en ello un obstáculo insalvable, y defendió la viabilidad de tales 
técnicas si en el ordenamiento canónico se introducía una clara dis-
tinción de la función legislativa, ejecutiva y judicial 35. 
1983), pp. 829-862. Hay que tener en cuenta además, que desde 1965 las discu-
siones canónicas acerca del principio de legalidad se centraron en un tema de 
tanta envergadura como el de la posibilidad de una ley fundamental en la Igle-
sia. Estando abierta una cuestión de lege ferenda tan importante, difícilmente 
podía interesar a la doctrina problemas residuales del viejo planteamiento de 
las aprobaciones pontificias de las disposiciones generales de los Dicasterios 
romanos. La cuestión de la ley fundamental dio lugar a una bibliografía muy 
amplia, que no es posible citar aquí en su integridad. Me limito a remitir a las 
más importantes obras colectivas: El proyecto de ley fundamental de la Iglesia, 
texto fundamental de la Iglesia, texto y análisis crítico (Pamplona 1971); Legge e 
Vangelo, discussione su una legge fondamentale per la Chiesa (Brescia 1972); 
Lex fundamentalis Ecclesiae. "Atti della tavola rotonda a cura de Attilio Moroni, 
Macerata 12-13 ottobre 1971» (Milano 1973); Conventus canonistarum hispano-
germanus Salmanticae diebus 20-23 Januarii habitus. De lege Ecclesiae funda-
mentalis condenda (Salamanca 1971); Lex Ecclesiae fundamentalis (Roma 1974). 
35. Vid. J. HERRANz, De principio legalitatis in exercitio potestatis ecclesiasti-
cae, en «Acta Conventus Internationalis Canonistarum. Romae diebus 20-25 maii 
DISPOSICIONES GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN ECLESIÁSTICA 895 
IV. LA REFORMA DEL C.LC. 
1. Antecedentes 
Basta una atenta lectura del nuevo Código de Derecho Canónico 
para comprobar la escasa influencia que han tenido en la reciente 
reforma legislativa aquellas posturas antijuridicistas a las que antes 
aludía. Por el contrario, los artífices de la revisión actuaron más 
en la línea de quienes defendían que la única vía para hacer posibles 
las exigencias del Concilio era la de introducir una mejora de la téc-
nica legislativa que pusiera fin a las innegables insuficiencias del or-
denamiento canónico en materia de garantía jurídicas. 
Que el nuevo texto legal iba a intentar responder a tan difícil 
reto aparecía ya anunciado en 1969, año en el que se publicó el docu-
mento que recogía los principios directivos que iban a servir de guía 
a la comisión Pontificia para la revisión del Código 36. 
Aunque el estudio de todos ellos es importante para valorar con 
acierto el alcance de la reforma, merece especial atención para el tema 
que aquí trato, el principio directivo n. 7. En él se concentraban los 
cauces técnicos adecuados para que el reconocimiento y protección 
de los derechos fundamentales del fiel, a los que se aludía en el núme-
ro anterior, no quedaran reducidos a una mera declaración de buenas 
intenciones, sin efectividad en la práctica. 
A fin de evitar tal riesgo, se proclamaba como imprescindible el 
reconocimiento de los siguientes extremos: en primer lugar, una idén-
tica tutela jurídica para los superiores y para los súbditos; en segun-
do término, la incorporación al derecho de la Iglesia de la distinción 
de funciones de la potestad eclesiástica con una determinación precisa 
de qué funciones corresponden a cada órgano y, por último, el esta-
blecimiento de un sistema de recursos y de un procedimiento de revi-
sión de los actos administrativos que pudieran aparecer como lesivos 
para el administrado. 
La inquietud del legislador por encontrar fórmulas técninco-jurí-
1968 celebrati» (Typis Polyglottis Vaticanis MCMLXX), pp. 221-238; T. RINCÓN, 
Actos normativos de carácter administrativo, en "La norma en el Derecho Canó-
nico». Actas del JII Congreso Internacional de Derecho Canónico. Pamplona, 
10-15 de octubre de 1979), vol. 1, pp. 959-976; J. A. SOUTO, La función de gobierno, 
en "Ius Canonicum», XI, n. 22 (1971), pp. 280-314. 
36. "Principia quae Codicis luris Canonici recognitionem dirigant», Commu-
nicationes I (1969) , pp. 77-85. 
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dicas que dieran mayor relieve a la distinción de funciones, se advier-
te en muchos aspectos de la reciente reforma legislativa. Tal inten-
cionalidad despunta con una indiscutible claridad en el Título III , que 
constituye un ejemplo elocuente de los esfuerzos realizados en sede 
de revisión del Código para lograr plasmar en el futuro texto legal una 
nítida delimitación entre los actos emanados de la potestad legisla-
tiva y los que, por proceder de órganos ejecutivos, tienen naturaleza 
administrativa. 
Esta distinción entre la ley los actos administrativos normativos 
no fue una constante en todo el proceso de formación del Código; sur-
gió progresivamente, en la medida que se iba decantando con mayor 
precisión la naturaleza y ámbito de extensión de los distintos tipos 
de actos emanados por la autoridad eclesiástica. 
En efecto, en los trabajos de revisión del Libro I del Código de 
1917, preocupó desde un principio el distinguir los actos que debían 
entenderse como manifestaciones de la función legislativa, de aquellos 
otros que, por emanar de órganos dotados de potestad ejecutiva, tenían 
naturaleza administrativa y, por lo tanto, se encontraban necesaria-
mente sometidos al principio de legalidad. No es otra la finalidad 
perseguida cuando en los trabajos preparatorios del anteproyecto De 
normis generalibus se hablaba de ley y costumbre como actos de na-
turaleza legislativa, contraponiéndolos a otros actos a los que se les 
reconocía, en principio, naturaleza administrativa 37. En estos últimos 
se englobaban los rescriptos, los privilegios y las dispensas, a los que, 
más adelante, se les añadieron las instrucciones, los preceptos singu-
lares y comunes, los decretos particulares y generales de ejecución, 
los estatutos y los «ordines» 38. Todos ellos tenían como denominador 
común el ser actos emanados por la potestad ejecutiva sin que se es-
tableciera ningún criterio. de clasificación en base a la generalidad o 
singularidad de los destinatarios a los que tales actos iban dirigidos. 
El primer momento en el que se vislumbra de manera precisa los 
esfuerzos de la comisión Pontificia para la revisión del Código, por 
solucionar la siempre confusa línea divisoria entre los actos legisla-
tivos y los actos administrativos de carácter normativo, viene marcado 
por la aparición del Esquema De normis generalibus de 1977 39. En él, 
adquieren carta de naturaleza las disposiciones generales de la Admi-
37. Schema canonum libri l de normis generalibus (Typis Polyglottis Va-
ticanis, MCMLXXVII). 
38. W. ONCLIN, De recognoscendis normis generalibus Codicis I.C., en «Co-
municationes» 3 (1971), p. 82. 
39. Cit. en nota 37. 
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nistración Eclesiástica, que aparecen recogidas, en el Título n, bajo 
la rúbrica de De decretis atque praeceptis generalibus et de instructio-
nibus como actos de autoridad distintos no sólo de la ley y de la cos-
tumbre, sino también de los actos administrativos singulares. La razón 
de su diferencia con estos últimos, no radica en su naturaleza -admi-
nistrativa en ambos casos- sino en ser normas generales dirigidas a 
un número indeterminado de personas, frente a la singularidad que 
caracteriza a los actos administrativos concretos. 
El contenido del Título n de dicho documento, salvo pequeñas mo-
dificaciones en esquemas posteriores 40, recogía ya en su articulado, las 
principales innovaciones que constituyen -desde la entrada en vigor 
del Código de 1983- el derecho de la Iglesia en materia de actos admi-
nistrativos normativos. Como ya he dicho, tal cuestión se encuentra 
planteada en el Título In del Libro 1. 
A los cánones que componen este Título -29 a 34-- voy a dedicar 
las siguientes líneas, no estudiándolos de manera aislada, sino hacien-
do también algunas referencias a otras disposiciones del texto legal, 
porque sólo podremos llegar a valorar el alcance de la reforma en toda 
su dimensión comprobando si los criterios que aparecen reflejados en 
el Título nI del Libro I son también tenidos en cuenta en otros lu-
gares del Código, especialmente en los cánones relativos a la potestad 
de régimen y la naturaleza del poder de la Santa Sede y de los Obispos 
diocesanos. Como veremos, la reforma, pese al esfuerzo del legislador 
y de la incipiente elaboración doctrinal, en algunos aspectos aparece 
algo confusa. 
2. Contenido 
El análisis de los cánones contenidos en el Título In del Libro 1 
es uno de los aspectos más interesantes que ofrece el nuevo Código al 
canonista, por las innegables modificaciones que introduce como res-
puesta técnico-jurídica a las inquietudes de unos pocos, que, con el 
correr de los años, han ido consolidándose en corrientes de opinión 
más generalizadas en el seno de la Iglesia. 
Ausencias tan significativas como la noción formal de ley, el esta-
blecimiento de un criterio jerárquico al que acudir para solventar los 
40. A petición del Cardo Florit (Cfr. Relatio complectens syntesim animad-
versionum ... Typis Polyglottis Vaticanis MCMLXXXI, p. 26) se prescindió, en 
los cánones y en las rúbricas, de los preceptos generales. Cfr. Codex Iuris Cano-
nici. Schema novissimum iuxta placita .. . (Typis Polyglottis Vaticanis, 1982) . 
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frecuentes supuestos de normativas interpuestas y, lo que es peor, con-
tradictorias, el afianzamiento del principio de legalidad en el ordena-
miento canónico, entendidos todos ellos como los instrumentos técni-
cos necesarios para una distinción de funciones verdaderamente eficaz, 
encuentran una respuesta en el nuevo texto legal que, con mayor o 
menor fortuna, trata de solventar el vaCÍo normativo existente hasta 
su promulgación. 
Tales recursos de la técnica jurídica se hallan plasmados funda-
mentalmente en el Título 111, que se abre con la definición de Ley 
en sentido formal contemplada en el c. 29, al que le siguen otros, en 
donde se ve reflejado con determinación el distinto rango de las 
normas generales dictadas por la Administración Eclesiástica y la su-
bordinación de éstas a las disposiciones emanadas por órganos con 
potestad legislativa; es decir, el sometimiento de los actos administra-
tivos al principio de legalidad. 
Aunque posiblemente el momento más lógico para ofrecer una 
noción formal de ley hubiera sido el Título 1, por hallarse en él reco-
gidos todos los cánones que hacen referencia a la ley como fuente 
del Derecho Canónico, el Código ha optado por regular tal aspecto en 
sede de los actos administrativos normativos. 
En efecto, el c. 29 establece que los decretos generales dictados por 
el legislador competente para dar disposiciones de carácter general a 
una determinada comunidad capaz de recibir leyes, son leyes, sin que 
su naturaleza legislativa se vea enturbiada por el hecho de que tales 
disposiciones reciban el nombre de decretos. Precisamente por poseer 
tales disposiciones rango de ley, el c. 30 prohíbe dictar decretos ge-
nerales a aquella autoridad eclesiástica que sólo goza de potestad eje-
cutiva. Una única excepción prevé el citado canon a esta norma gene-
ral, que se concreta en el supuesto de la legislación delegada. En este 
caso, el órgano con potestad ejecutiva podrá emanar leyes, al haberle 
sido traspasada por el legislador la potestad de legislar sobre una de-
terminada materia y para casos concretos. 
Los preceptos siguientes ya no hacen referencia a las competen-
cias legislativas de la Administración Eclesiástica; regulan las dispo-
siciones jurídicas de carácter general dictadas por órganos con potes-
tad ejecutiva y que gozan de un valor subordinado al de la ley. Los 
cc. 31 a 33 se refieren a los decretos generales ejecutorios y el c. 34 
a las instrucciones. 
Los decretos generales ejecutorios aparecen concebidos para rea-
lizar dos fundamentales fines: determinar más concretamente el modo 
de ejecución de la ley y urgir su observancia si ello fuera necesario 
(c. 31, § 2); los sujetos afectados por tales disposiciones serán los mis-
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mos a quienes obligan las leyes «cuyas condiciones de ejecución deter-
minan o cuya observancia urgen esos mismos decretos» (c. 32). En 
congruencia con el principio de legalidad no pueden derogar leyes, ni 
tienen validez alguna las prescripciones en ellos contenidas que sean 
contrarias a aquellas (c. 33, § 1). Sin embargo, su naturaleza admi-
nistrativa no es óbice para que les sean de aplicación, en algunos 
aspectos, los cánones relativos a las leyes, aspectos que para el c. 31, 
§2 se concretan en dos: la promulgación y vacación de los mismos, 
que se regirán según el régimen previsto en el c. 8. 
El c. 34 cierra el Título 111 regulando el último tipo de acto-
norma de la Administración Eclesiástica: las instrucciones. Son dispo-
siciones internas dirigidas a autoridades encargadas de la ejecución 
de las Leyes. Lógicamente, tienen naturaleza administrativa y están 
sometidas al principio de legalidad 41. 
3. La opinión doctrinal 
El escaso tiempo transcurrido desde la promulgación del nuevo 
Código hace que, necesariamente, sean pocos los autores que han ex-
presado su opinión sobre el reciente texto legal. El Título 111 no es 
una excepción y todavía son minoritarias las opiniones doctrinales que 
pueden servir de ayuda para su correcta comprensión 42. Aunque todas 
ellas son interesantes, merece ser destacada la opinión del Prof. Lom-
bardía, no sólo porque éste tiene en su haber varios trabajos cientí-
ficos alusivos al tema 43, sino también porque el haber sido miembro 
de la Comisión encargada de revisar el Libro I del Código le ha brin-
dado la oportunidad de conocer más de cerca la elaboración de los 
cánones que aquí se comentan. 
41. Para un estudio más completo de estos cánones, vid. P. LOMBARDÍA, Co-
mentarios a los cc. 29-34, en «Código de Derecho Canónico» (Pamplona 1983), 
pp. 85-88. 
42. Vid. J. OTADUY, El sentido de la ley canónica a la luz del libro 1 del 
nuevo Código, en «Temas fundamentales en el nuevo Código», XVIII Semana 
Española de Derecho Canónico (Salamanca 1984), especialmente, pp. 70-73; T. I. 
JlMÉNEZ URRESTI, Comentarios a los cc. 29-34, en «Código de Derecho Canónico» 
(Madrid 1983), pp. 37-41. 
43. Además de los comentarios a los cc. 29-34 cit. en nota 41, vid. Técnica 
jurídica del nuevo Código, en «Temas fundamentales ... », cit., pp. 145-168; Legge, 
consuetudine ed atti amministrativi nel nuovo codice di diritto canonico, en «Il 
nuovo codice di diritto canonico» a cura de Silvio Ferrari (Bologna, 1983), pp. 
69-101. 
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En su opmlOn, el mayor mérito de los ce. 29-34 reside en haber 
procurado superar los graves problemas que planteaba la naturaleza 
de los actos generales de los Dicasterios de la Curia Romana. Tal 
pretensión se ha llevado a cabo mediante el establecimiento de unos 
precisos criterios sobre los órganos que pueden emanar leyes por es-
tar dotados de potestad legislativa, y aquellos otros que al no ser titu-
lares de más potestad que la ejecutiva, únicamente pueden dictar ac-
tos normativos de carácter administrativo. Del estudio de los cánones 
se desprende que -salvo el cauce de la legislación delegada que atri-
buye competencias legislativas a los órganos de la Administración Ecle-
siástica- éstos gozan de potestad ejecutiva y, por tanto, sus actos 
generales nunca podrán lesionar lo establecido en disposiciones con 
fuerza de ley. 
No obstante, él mismo advierte que la eficaz distinción introdu-
cida en el Código entre la función legislativa y la función administra-
tiva, perdería buena parte de su utilidad si la anunciada ley especial 
de la Curia Romana (c. 360), imitando lo prescrito en el arto 136 de la 
Regimini Ecclesiae Universae exigiera la aprobación del Romano Pon-
tífice para cualquiera de las decisiones de los Dicasterios romanos. 
Este requisito supone tan estrecha relación del Papa con los organis-
mos curiales que empañaría el carácter netamente administrativo de 
los actos generales de las Conregaciones y, en consecuencia, su some-
timiento a la ley. 
En obsequio al mejor logro de la seguridad jurídica en la Iglesia, 
el autor pone de relieve la conveniencia de que la nueva reglamenta-
ción de la Curia Romana disponga que los Dicasterios son los únicos 
responsables de sus actos jurídicos generales, con la prohibición ex-
presa de someterlos a la aprobación pontificia 44. 
He dicho anteriorment~ que para sopesar el exacto alcance del 
Título III había que hacer referencia a otros cánones. El anuncio de 
esta labor, junto a la radical desconcentración de la actividad admi-
nistrativa que propugna el Prof. Lombardía, van a servir de enlace a 
las consideraciones que se exponen a continuación. 
Creo que es de justicia reconocer que todo intento por conseguir 
que la praxis legislativa en la Iglesia sea ejercida de modo habitual 
por órganos investidos de potestad legislativa y sólo excepcionalmente 
a través de órganos de otra naturaleza, es una aspiración congruente 
con los principios jurídicos que el Código se esfuerza en introducir. 
No me cabe duda tampoco de que a un canonista dotado de aliento 
innovador y sensibilizado en el logro de una mejor garantía de los 
44. Cfr. Comentarios a los cc. 29-34, cit., p. 85. 
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derechos fundamentales del fiel, este planteamiento le resultará esti-
mulante. 
Sin embargo, parece que esta legítima aspiración es de difícil en-
garce con otras disposiciones del cuerpo legal que inciden en la exacta 
delimitación de toda esta temática. Me estoy refiriendo, fundamen-
talmente, al c. 360 que define la potestad de los Dicasterios de la Cu-
ria Romana. Dice así: «La Curia Romana, mediante la que el Romano 
Pontífice suele tramitar los asuntos de la Iglesia Universal, y que rea-
liza su función en nombre y por autoridad del mismo para el bien y 
servicio de las Iglesias, consta de la Secretaría de Estado o Papal, del 
Consejo para los asuntos públicos de la Iglesia, de las Congregaciones. 
Tribunales y de otras instituciones, cuya constitución y competencia 
se determina 20r ley peculiar». 
No se niega en este canon la tan ansiada desconcentración de fun-
ciones, pero se establece, de modo claro Y conciso, que deberá llevarse 
a cabo a través del recurso técnico de la vicariedad, vicariedad que 
supone, como es sabido, que los distintos Dicasterios de la Curia Ro-
mana no actúan en nombre propio, sino ajeno; en nombre del Ro-
mano Pontífice, titular de la potestad que les asiste y en virtud de la 
cual adquirirán fuerza imperativa aquellos asuntos de la Iglesia Uni-
versal que ellos hubieran tramitado. 
La fluida relación de los órganos administrativos centrales con 
el Romano Pontífice que el c. 360 introduce, mal se compagina con la 
plena y total responsabilidad que el Prof. Lombardía propugna para 
la actuación de los Dicasterios romanos. Parece más lógico pensar que 
dichos órganos pueden recabar, en congruencia con el principio de vi-
cariedad, la aprobación pontificia y, en todo caso, aunque ésta no 
existiera, siempre es posible que el Papa, en virtud de la plenitudo po-
testatis, avoque a sí mismo cualquier asunto, sin perjuicio de que exista 
un órgano competente. 
No es la imputación de la autoría de los actos generales de las 
Congregaciones al Romano Pontífice el único riesgo que amenaza la 
naturaleza administrativa de su actuación; a mi juicio, el protagonis-
mo legislativo de los Dicasterios de la Curia Romana puede encontrar 
otro cauce, además de en la técnica canónica de la vicariedad, en la 
legislación delegada que regula en c. 30. 
El carácter excepcional con que el Código regula la posibilidad 
de que órganos dotados de potestad ejecutiva pueda dictar normas 
generales de carácter legislativo no parece plantear problemas en el 
ámbito de la Iglesia particular; sin embargo, en lo que se refiere a la 
organización central de la Iglesia, resulta mucho más confuso el al· 
cance que puedan tener los límites recogidos en el citado canon. No 
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hay que olvidar que el c. 135 § 2 excluye del principio general de la 
indelegabilidad a la potestad legislativa del Romano Pontífice; aunque 
es de esperar que las futuras delegaciones del Papa se lleven a cabo 
de acuerdo con los requisitos que establece el c. 30, siempre pueden 
ser posibles delegaciones generales que, por su misma generalidad, 
eximan a las Congregaciones de solicitar la aprobación pontificia para 
cada uno de sus actos normativos. 
Se podría alegar a estas observaciones que las competencias de 
los Dicasterios romanos vendrán determinadas en una ley especial que 
todavía no se conoce y que, por tanto, todo lo que en estas líneas se 
ha dicho no son más que futuribles, hipótesis, sin un refrendo global 
de la legislación que afecta a la cuestión. Y no le faltaría razón a quien 
así opinara. Sin embargo, aunque sólo sea en base a un apoyo legal 
parcial, creo que es razonable pensar que el Código, al definir como 
vicaria la potestad de las Congregaciones y al excluir del principio de 
la indelegabilidad la potestad legislativa del Romano Pontífice, ha 
optado más por conservar una concepción tradicional de la potestad de 
régimen que por romper lanzas en aras al logro de un definitivo afian-
zamiento del principio de legalidad y de jerarquía normativa en la 
búsqueda de una mayor seguridad jurídica dentro de la Iglesia. 
